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David Aricapa Ibarra Vs Megabus S.A. y otros  Rad. 66001-31-05-002-2016-00234-01

Providencia:                                    Auto de 6 de diciembre de 2017
Radicación Nro. :

             66001-31-05-002-2016-00234-01

Proceso:

             Ordinario Laboral  

Demandante:

             David Aricapa Ibarra 
Demandados:                                 Megabus S.A.
Juzgado de origen:
             Juzgado Tercero Laboral del Circuito 

Magistrado Ponente:
             Julio César Salazar Muñoz

Tema:



FALTA DE COMPETENCIA – INEPTA DEMANDA – En primer lugar, en lo referente a la excepción de inepta demanda por falta de requisitos formales, basta decir que revisado el llamamiento en garantía formulado por Megabus S.A., se advierte que el mismo reúne los requisitos establecidos en el artículo 25 del CST y SS en concordancia con lo dispuesto en los artículos 65 y 82 del CGP, pues las pautas establecidas en ellos fueron cumplidas a cabalidad por la entidad demandada, así se puede verificar a folios –fl 133 a 136-. 

En cuanto a la excepción de falta de jurisdicción, la verdad es que tal como se dijo previamente, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de justicia ha sido clara al explicar que si bien en principio las obligaciones entre quien hace el llamamiento en garantía y el llamado a esta, pueden ser ajenas a la relación laboral que se debate en el juicio, no por ello deben ser sustraídas del ámbito de decisión del  juez laboral, pues tal extensión de la competencia, además de hacer efectivo el principio de economía procesal, fue prevista por la ley para propender por el efectivo ejercicio del derecho de defensa del llamado en garantía, quien de esta forma puede realizar todos los actos de defensa que correspondan respecto a las pretensiones de carácter laboral que puedan generar eventuales condenas a cargo de quien le hace el llamamiento, resultando a salvo adicionalmente a su favor la oportunidad de controvertir la relación jurídica que generó su vinculación al proceso y el alcance de su responsabilidad con base en las normas que regulan la misma.  

De acuerdo con lo dicho, ninguna duda ofrece el hecho de que la funcionaria de primer grado es la competente para definir la relación legal o contractual entre Megabus S.A. y SI 99 que dio lugar al llamamiento en garantía, así como para determinar si está última debe responder en los términos del artículo 64 de CGP, por cuanto esa disposición, a la que se acude por mandato expreso del artículo 145 CPT y SS, establece que en el mismo proceso, es donde se decide lo atinente a dicho nexo.

Finalmente, no sobra advertir que el reproche de la recurrente que radica básicamente en la inexistencia de la obligación legal o contractual de la que se quiere derivar su responsabilidad respecto al llamante, en presencia en el expediente del contrato de concesión Nº 01 de 2004 –fl 105-, es un tema de fondo que precisamente debe resolverse en la sentencia.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, seis de diciembre de dos mil diecisiete, siendo las nueve y treinta de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la Sociedad Sistema Integrado de Transporte SI 99 en contra de la auto proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 11 de septiembre de 2017, dentro del proceso que el señor David Aricapa Ibarra le promueve a Megabus S.A., quien la llamó en garantía. Corresponde al asunto la radicación Nº 66001-31-05-002-2016-00234-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES
Pretende el demandante que la justicia laboral declare que entre él y la sociedad Promasivo S.A. existió un contrato de trabajo a término indefinido desde el 2 de mayo de 2011 hasta el 25 de noviembre de 2015 y que Megabus S.A. es solidariamente responsable de las obligaciones que se derivaron del mismo.
Con base en ello aspira que se condene a las accionadas a reconocer y pagar salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones a su favor.
Megabus S.A. –fls.86 a 104- al dar respuesta a la demanda llamó en garantía a las sociedades Liberty Seguros S.A., SI 99 S.A. y López Bedoya y Asociados Cia S. en C., justificada en el hecho de que suscribió con la aseguradora la póliza Nº 1937092 que tiene una vigencia entre el 22 de agosto de 2011 y el 22 de agosto de 2018 y a las dos últimas, por cuenta del contrato de concesión 01 de 2004.
La sociedad SI 99 S.A. dio respuesta al libelo introductorio –fls.207 a 241- sosteniendo que no le constan los hechos allí referidos, no se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones previas “Inepta demanda por no cumplimiento de requisitos establecidos en el artículo 64 del Código General del Proceso” y “Falta de Jurisdicción por tratarse de un conflicto Netamente contractual y sin relación directa o indirecta con la relación laboral que motiva la demanda”, como excepciones de fondo formuló de “Falta de legitimación por pasiva de mi representada”, “Cobro de lo no debido por inexistencia de obligación”, “Inexistencia de la solidaridad”, “Cobro de lo no debido por ausencia de causa”, “Buena fe”, “Prescripción”.
Posteriormente contestó el llamamiento en garantía –fls.244 a 265- indicando que no está llamada a responder solidariamente respecto a la condena que pueda ser impuesta a Megabus S.A., ya que desde el año 2009 dejó de ser accionista de Promasivo S.A. Planteó las mismas excepciones relacionadas anteriormente.
Citadas las partes a la audiencia de que trata el artículo 77 del CPTA y SS, la a quo  al resolver las excepciones previas formuladas por SI 99, consideró que el Artículo 64 del Código General del Proceso, consagra la posibilidad de resolver la relación sustancial entre el llamante y el llamado en garantía sin importar que sea diferente a la que motivó la demanda, ya que la norma no determina que deben compartir la misma naturaleza.

Indicó que de acoger la tesis de la sociedad SI 99 se desvirtuarían las bondades de dicha figura que se encaminan a desarrollar el principio de economía procesal, pues obligaría, en la mayoría de los casos, a trasladar el litigo a un Juez diferente.

Las anteriores consideraciones fueron suficientes para despachar desfavorablemente la excepción de falta de jurisdicción y competencia.
Igual determinación tomó respecto a la excepción de inepta demanda, al advertir que la solidaridad puede tener un origen contractual y en este caso la sociedad Megabus S.A alega la existencia de un contrato de concesión, en virtud del cual pretende que la llamada en garantía responda en caso de resultar condenada dentro del presente proceso.
Consideró también, que la responsabilidad de SI 99 y su participación dentro el presente proceso deben ser definidos en la decisión que ponga fin a la instancia. 
Inconforme con lo resuelto, la llamada en garantía insistió en el fundamento de las excepciones previas formuladas indicando, frente a la inepta demanda, que en el  contrato de concesión suscrito entre esa sociedad y Promasivo S.A. si bien ésta última se comprometía  mantener indemne a Megabus S.A., ello no da lugar a la solidaridad con la que se pretende trasladarle las obligaciones laborales reclamadas, ni la convierte en garante frente a los incumplimientos de esa índole, pues así no lo establece el contrato de concesión.

Refiere también, que la interpretación del contrato de concesión o los conflictos que surjan en tal sentido, dada la naturaleza pública de este tipo convenios, deben ser resueltos por la Jurisdicción Contenciosa Administrativa.
Concedido el recurso en el efecto suspensivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 65 del C.P.T. y de la S.S, procede la Sala a resolver lo pertinente.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
CONSIDERACIONES

PROBLEMAS JURÍDICOS

¿Es competente la jurisdicción laboral para definir las controversias surgidas en el contrato de concesión suscrito entre Promasivo S.A. y Megabus S.A., en virtud del cual fue llamada en garantía la sociedad SI 99?

¿Reúne el escrito de llamamiento en garantía los requisitos establecidos en el artículo 64 del Código General de Proceso?

1. DE LA COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN LABORAL 
Dispone el 1º del artículo 2º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social que la jurisdicción laboral es competente para conocer de “Los conflictos que se originen directa o indirectamente en el contrato de trabajo” entre otros asuntos, lo cual indica que los que surjan de una relación legal o contractual diferente, deben ser decididos por otra especialidad.
No obstante la claridad de la norma, se tiene que, en algunas oportunidades, al juez laboral le corresponde decidir controversias que en principio le resultarían ajenas, pero que se encuentran estrechamente ligadas a la definición del asunto puesto a su conocimiento, como es el caso del llamamiento en garantía, figura que ha sido aceptada en el procedimiento laboral, por remisión normativa que hace el artículo 145 de CST y la SS, en aquellos eventos en que se reúna los presupuestos necesarios para su ejercicio.
Es así entonces que el artículo 64 del CGP establece claramente que quien afirme tener derecho legal o contractual a exigir de un tercero la indemnización del perjuicio que llegare a sufrir o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia que se dicte en el proceso que promueva o se le promueva, podrá pedir en la demanda o dentro del término para contestarla, que en el mismo proceso se resuelva sobre esa relación.
Como puede observarse, la norma está concebida para que el funcionario a quien se le solicite su aplicación, con independencia de la especialidad en donde se ventile el asunto, resuelva lo pertinente respecto a la responsabilidad del llamado en garantía, de conformidad con la legislación o el contrato que origina la obligación, básicamente como garantía del debido proceso y en aras de garantizar el derecho de defensa del convocado frente a reclamaciones de terceros ajenos al negocio jurídico que dio lugar a su vinculación.
En relación con el tema en particular, específicamente en un caso de seguros, pero perfectamente aplicable a cualquier situación de llamamiento en garantía, la Sala de Casación Laboral en Sentencia SL471-2013, expuso lo siguiente:

“Ciertamente, el llamamiento en garantía apareja el amparo del debido proceso de quien es convocado a responder por la indemnización del perjuicio o del reembolso que tuviere que hacer a quien cuenta con su respaldo por mandato legal o contractual, que eventualmente sean ordenados en una sentencia.  

(…)

Es lógico que el llamado en garantía sea convocado a la jurisdicción en la que se tramite el proceso donde se discuten unas pretensiones por las que eventualmente tiene que salir a responder, (…). Esto por cuanto que sería la única forma en que el llamado en garantía podría oponerse ante un tercero que reclama al tomador de la póliza  y al asegurado unos créditos laborales derivados de una relación laboral que tuvo origen en el contrato de obra que estos celebraron, toda vez que sería precisamente en el proceso laboral donde podría proponer todas las excepciones de que hicieran uso el contratista independiente y el contratante solidario; ello sin descontar las propias que se refieran a que no está obligado a responder por una cualquiera de las vicisitudes que se puedan presentar en torno al contrato de seguros por el cual es convocado a responder”. 

2. INEPTA DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS LEGALES.
Establecida en el artículo 100 de CGP como una excepción previa, la inepta demanda por falta de requisitos formales, hace referencia a aquéllos casos frente a los cuales no fueron observados los requisitos necesarios para su elaboración, mismos que para el caso de la especialidad laboral fueron previstos en el artículo 25 del CPT y SS.
3. DEL CASO CONCRETO

En primer lugar, en lo referente a la excepción de inepta demanda por falta de requisitos formales, basta decir que revisado el llamamiento en garantía formulado por Megabus S.A., se advierte que el mismo reúne los requisitos establecidos en el artículo 25 del CST y SS en concordancia con lo dispuesto en los artículos 65 y 82 del CGP, pues las pautas establecidas en ellos fueron cumplidas a cabalidad por la entidad demandada, así se puede verificar a folios –fl 133 a 136-. 

En cuanto a la excepción de falta de jurisdicción, la verdad es que tal como se dijo previamente, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de justicia ha sido clara al explicar que si bien en principio las obligaciones entre quien hace el llamamiento en garantía y el llamado a esta, pueden ser ajenas a la relación laboral que se debate en el juicio, no por ello deben ser sustraídas del ámbito de decisión del  juez laboral, pues tal extensión de la competencia, además de hacer efectivo el principio de economía procesal, fue prevista por la ley para propender por el efectivo ejercicio del derecho de defensa del llamado en garantía, quien de esta forma puede realizar todos los actos de defensa que correspondan respecto a las pretensiones de carácter laboral que puedan generar eventuales condenas a cargo de quien le hace el llamamiento, resultando a salvo adicionalmente a su favor la oportunidad de controvertir la relación jurídica que generó su vinculación al proceso y el alcance de su responsabilidad con base en las normas que regulan la misma.  

De acuerdo con lo dicho, ninguna duda ofrece el hecho de que la funcionaria de primer grado es la competente para definir la relación legal o contractual entre Megabus S.A. y SI 99 que dio lugar al llamamiento en garantía, así como para determinar si está última debe responder en los términos del artículo 64 de CGP, por cuanto esa disposición, a la que se acude por mandato expreso del artículo 145 CPT y SS, establece que en el mismo proceso, es donde se decide lo atinente a dicho nexo.
Finalmente, no sobra advertir que el reproche de la recurrente que radica básicamente en la inexistencia de la obligación legal o contractual de la que se quiere derivar su responsabilidad respecto al llamante, en presencia en el expediente del contrato de concesión Nº 01 de 2004 –fl 105-, es un tema de fondo que precisamente debe resolverse en la sentencia.
No existiendo mérito para tomar una decisión diversa a la adoptada en primer grado, el auto apelado será confirmado.

Costas en esta instancia a cargo del recurrente.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 11 de septiembre de 2017.
Costas en esta Sede a cargo de de Sistema Integrado de Transporte SI 99 S.A.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES      OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA 

                                                                                                       Impedida
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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